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1.- VISTOS  

Se desata el recurso de alzada oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por el señor Defensor de los procesados GOG y OML, contra el fallo de condena proferido el pasado veintiuno (21) de enero de 2005, por medio del cual el Juzgado Cuarenta Penal del Circuito de Bogotá D.C., los declaró penalmente responsables por los delitos de HURTO CALIFICADO-AGRAVADO y FALSEDAD MARCARIA, el primero, y por esos mismos delitos en concurso con el de COHECHO POR DAR U OFRECER, el segundo; con imposición para el primero de una pena privativa de la libertad equivalente a cincuenta y dos (52) meses de prisión y multa de un (1) s.m.l.m.v., y para el segundo de sesenta (60) meses y seis (6) s.m.l.m.v. Se les impuso como accesoria la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por tiempo igual a las respectivas penas principales, sin derecho a subrogado penal alguno.
Se hace constar que el otro sentenciado de nombre VÍCTOR MANUEL RODRÍGUEZ, ni su defensor, interpusieron recurso contra la sentencia de condena; en consecuencia, el pronunciamiento de segundo grado sólo abarcará a GOG y a OML.

Se conoce del asunto como Sala Especial de Descongestión designada por el Consejo Superior de la Judicatura.

No se observan irregularidades sustanciales de previo pronunciamiento y que obliguen a retrotraer la actuación.
2.- HECHOS 

Sucedieron el día veintiséis (26) de mayo de 2002 a eso de las 15:00 horas, en la Diagonal 52 con calle 55 del Barrio Floralia de la capital de la República, y consistieron en la sustracción de vehículo automotor al señor CARLOS EFRAÍN POSSO MELO, marca Renault 12 e identificado con las placas FTJ 034.

Posteriormente, en horas de la tarde del día veintisiete (27) de mayo de 2002 y con ocasión de una llamada telefónica recibida en la Seccional de Automotores de la Policía Metropolitana, se logró la recuperación del rodante en el interior de un parqueadero que funciona a puerta cerrada y que se encuentra ubicado en la calle 72 A No 74 A 50 barrio Santa María de Bogotá. El vehículo fue hallado con otras placas (AKB 625), y con otras plaquetas así: la 022520055 (perteneciente al vehículo Renault de placas AKB 625 y la 044396 (perteneciente al automotor de placas VLF 703); igualmente con la licencia No 97-11001-608864, la póliza de Seguro No 108996370 con los mismos datos del vehículo AKB 625, y la Licencia de Tránsito No 96-11001248117, supuestamente falsa.
Se asegura, que OML ofreció la suma de un millón de pesos al Teniente Juan Alberto Peña, para impedir la captura, evitar la judicialización del caso y poder huir con el vehículo. Ese dinero fue incautado y finalmente en la sentencia se dispuso su decomiso a favor de la Fiscalía General de la Nación.
3.- IDENTIDAD 

Se trata de GOG, titular de la cédula de ciudadanía No 10’275.689 de Manizales, nació el 20 de Noviembre de 1966 en esa ciudad, con 35 años para el momento de la comisión de los hechos, hijo de Gener y Noemí, con estudios hasta primero de bachillerato, soltero, en unión libre con Diana Lucero Rodríguez, padre de tres hijos. Registra sentencia condenatoria por hechos similares, proferida el veintiocho (28) de febrero de 1995 por el Juzgado 23 Penal del Circuito de Bogotá, que le impuso cuatro (4) meses y veinticuatro (24) días de prisión.
Y de, OML, con cédula 19’319.759 de Bogotá, natural de El Cairo (V.) donde nació el 08 de Diciembre de 1956, con 46 años, hijo de Alonso y María Celmira, estudió hasta primero de bachillerato, soltero, en unión libre con Andrea Neira, padre de dos hijos, de ocupación comerciante en repuestos. Dice haber recibido condena por Hurto del orden de 27 meses de prisión.
Es de anotar, que a los acusados se les concedió la libertad inmediata derivada de una abstención de medida de aseguramiento por el presunto delito de Concierto para Delinquir (art.357 C.P.P. -fl. 48 C.O.I.-). Al momento de la sentencia se ordenó librar orden de captura. Igualmente, que se pudo confirmar que OML -de quien se dice ofreció dinero- fue condenado por Concierto para delinquir, Hurto calificado-agravado y Falsedad (fl. 133 C.O.II.)

4.- CARGOS

La Fiscalía Once Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito, al momento de calificación el sumario, decidió proferir Resolución de Acusación en contra de los tres implicados, al hallarlos coautores materiales en los delitos de HURTO CALIFICADO (art. 240.4 C.P.) y AGRAVADO (art. 241.6.10.), en concurso heterogéneo con FALSEDAD MARCARIA -por el cambio del sistema de identificación consistente en llevar puestas unas placas que no le pertenecían- (art. 285 ejusdem). Se acusó, además a OML por la conducta punible de COHECHO POR DAR U OFRECER (los demás procesados fueron excluidos de éste último cargo).
En esa misma providencia, el ente Fiscal dispuso precluir la investigación a favor de los tres comprometidos, en lo que hacía con el delito de FALSEDAD MATERIAL EN DOCUMENTO PÚBLICO por razón de la regrabación que presentaba el motor del rodante hurtado, lo mismo que por la falsedad de unas Licencias de Tránsito (una por dudas en su falsificación y otra por la prescripción dada la fecha de su creación). De igual modo, se les exoneró del cargo que inicialmente se les hiciera por Concierto para Delinquir.
5.- FALLO

Clausurado el debate, la titular del despacho de conocimiento finiquitó el asunto por medio de un fallo de condena para todos los enjuiciados, a cuyo efecto argumentó:

No pone en duda la real existencia del hecho, al igual que la forma en que se llevó a cabo el operativo policial a causa de una llamada anónima. Destacó la concurrencia de dos personas que llegan juntas a ese inmueble y son recibidos con amabilidad por el propietario, quien permite que trabajen en el vehículo con los fines ya conocidos (alteración de su sistema de identificación). Toda la escena, es matizada por la intervención de uno de ellos quien al darse cuenta de haber sido sorprendidos en flagrancia, intenta corromper a uno de los Oficiales ofreciéndole dinero para que los deje en libertad. 

Da pleno crédito a lo vertido en el informe policivo, debidamente ratificado, y estima que la aprehensión en flagrancia legitimó este procedimiento pues los compromete de manera directa en el hecho. Además, las explicaciones ofrecidas por los procesados no son de recibo, dada su inverosimilitud. 

Resaltó el hallazgo de elementos adulterados (documentos y plaquetas), y lamentó el hecho de que por parte de la Fiscalía no se hubiese efectuado una mejor investigación a este respecto, razón por la cual hubo necesidad de proferir una preclusión a favor de los implicados. 

En fin, da por sentado que estas personas obraron de común acuerdo, mediante la división de trabajo hacia un fin común, razón por la cual no queda menos que atribuirles coautoría en la ejecución de los delitos objeto de juzgamiento.
6.- RECURSO

Lo sustenta la defensa, en:

6.1.- No hay prueba que conduzca a la certeza sobre la responsabilidad de sus representados, por lo tanto invoca el in dubio pro reo.

6.2.- El informe policivo no debió tenerse como de credibilidad absoluta, en la forma en que lo estipuló la señora Juez. Ese informe debe tenerse en cuenta a manera de información para investigar.

6.3.- No existe prueba que indique que sus protegidos junto con VÍCTOR MANUEL RODRÍGUEZ -dueño del parqueadero-, hayan intervenido en la consumación del hurto.

6.4.- Que la persona anónima que dio aviso a la policía sobre el paradero del vehículo hurtado, podría ser el verdadero autor del hurto.

6.5.- No es cierto lo del cambio de placas del vehículo, porque a decir de su representado GOG, esas placas y demás documentos estaban dentro del vehículo, es decir, que él no los llevó al parqueadero.

6.6.- Tampoco existe evidencia sobre el ofrecimiento del dinero a uno de los Oficiales.
7.- Para resolver, se considera
Se parte de un supuesto fáctico bien concreto: un grupo de personas hurtó un vehículo automotor, lo llevaron a un garaje que funcionaba a puerta cerrada y allí le cambiaron sus sistemas de identificación. Con ocasión de una oportuna llamada anónima, los gendarmes llegaron al inmueble y recuperaron el vehículo, pero no sólo eso, también hallaron plaquetas y documentos apócrifos que daban a entender que se trataba de una banda bien conformada y que tenía el siguiente procedimiento: 

Unión de varias personas que sabían de mecánica y de venta de piezas de automotores____Adquisición a bajo precio de vehículos en mal estado para obtener sus sistemas de identificación (placa y plaquetas) con miras a utilizarlos en otros vehículos____Consecución de un local estratégico para mantener el producto del apoderamiento____Hurto de automotor____Traslado al lugar indicado de la nueva adquisición para hacerle la “transformación” y así evitar la recuperación por parte de su legítimo propietario. 
No hay lugar a tomar posición acerca de los alcances de la referida organización, pues no obstante lo dicho, el órgano acusador estimó que aquí no concurrían las exigencias para tenerse configurado un delito de Concierto para Delinquir, razón por la cual es de entenderse como una discusión ya superada.

En cuanto a la existencia del latrocinio, en ello no puede existir duda alguna, no sólo porque se cuenta con la correspondiente denuncia presentada en forma oportuna por la persona afectada quien dio a conocer a las autoridades que el día de la posesión Presidencial y mientras sufragaba, amigos de lo ajeno se le llevaron su vehículo con rumbo desconocido.
 De igual modo, se estableció mediante estudio técnico, que el bien recuperado efectivamente coincide con los datos aportados en la denuncia y con los registros oficiales que reposan en la Oficina de Tránsito.

Ahora, en lo que hace con la otra conducta concursante y que se enmarca dentro del bien jurídico contra la Fe Pública, se recuerda que fue uno de los pocos cargos que sobrevivió en el pliego acusatorio bajo el nomine juris de FALSEDAD MARCARIA, el cual se hizo consistir en la alteración del sistema de identificación del vehículo hurtado por el cambio de placas. 
Al punto el Tribunal se ve en la necesidad de recordar que históricamente no ha sido pacífico en nuestro medio el tratamiento sancionatorio de la alteración de las placas de automotores como medio de identificación.
En un primer plano, se tiene que esa conducta, concretamente, la alteración de los sistemas de identificación de vehículos, la consagró el Código Nacional de Policía Decreto 1355 de 1970, modificado por el Decreto 522 de 1971, como una contravención especial, pues en su artículo 32, se contempla: “El que sin permiso de autoridad competente suprima o modifique los números de identificación de motor, carrocería, bastidor o "chasis" de vehículo automotor o los de la placa de su matrícula, o use placa distinta de la autorizada, incurrirá en arresto de seis a veinticuatro meses”.
Pero más allá de tratársele como antesala del delito, lo que corresponde es precisar si en verdad encaja adicionalmente en alguno de los tipos penales que consagra nuestro legislador a efectos de emitir condena por ese específico comportamiento, lo cual no ha sido fácil de precisar por cuanto al respecto han existido criterios doctrinales antagónicos derivados precisamente de ser tratada la placa como un documento, ora como un elemento específico -signo, símbolo o marca- destinado única y exclusivamente a la identificación. Esas posiciones han oscilado entre su adecuación típica en un delito de Falsedad Marcaria, o su inserción en un delito de Falsedad Documental por “extensión” o por “asimilación”.

La figura de la Falsedad Marcaria, ha sido consagrada en los siguientes términos:

Al decir del art. 217 del Decreto Ley 100 de 1980: “El que falsifique marca, contraseña, signo, firma o rúbrica usados oficialmente para contrastar, identificar o certificar peso, medida, calidad, cantidad, valor o contenido, o los aplique a objeto distinto de aquel a que estaba destinado incurrirá en prisión de uno (1) a cinco (5) años y multa de un mil a veinte mil pesos”. Ese texto, fue reproducido literalmente por el artículo 285 de la Ley 599 de 2000, con la modificación de la multa que fue estimada en salarios mínimos. Esta última disposición, en los términos anunciados, es la que rige el caso que ahora ocupa la atención de la Sala.
Acerca de adecuar la alteración de la placa de automotor dentro del precitado delito de Falsedad Marcaria, encontramos la autorizada opinión del autor ROMERTO SOTO secundada por ANTONIO VICENTE ARENAS, cuando en calidad de ponente de la Comisión Redactora del Código Penal de 1980, sostuvo: “…Pero, aclaro nuevamente, a esto se reduce la asimilación, pues no comparto por ahora la amplia clasificación del C. Judicial. Por ejemplo, no me he referido a la Falsedad en las simples contraseñas, como las marcas de ganado, placas de automotores, ya que dada la gravedad de las penas, sería arriesgado hacer la asimilación de las mismas a documentos. Ni siquiera autores Italianos como  De Marsico, Manzini o Maggiore, quienes han tenido un amplio concepto de documento, han llegado a considerar las contraseñas como tales…” Como se aprecia, se extrajo de la Falsedad documental a las contraseñas, entre las que se tienen las placas de automóviles, y se les ubicó en un tipo penal más benévolo, esto es, el artículo 217 del Código Penal anterior.
Esa misma posición la reiteró el mismo ROMERO SOTO, al decir: “En las discusiones sobre este tema se puso de presente la conveniencia de mantener el concepto de documento en su significación tradicional, esto es, reduciendo esa categoría de prueba a los escritos poniendo aparte los signos o símbolos, y haciendo luego una asimilación de los registros técnicos a documentos”. Igualmente, se refuerza con el hecho de que la doctrina fue uniforme en el sentido de que la Codificación Penal trajo una extensión taxativa y restrictiva en su artículo 225 ibidem,
 no pudiéndose aplicar por integración la definición más extensa que trajo el C.P.Civil en su artículo 251, porque en aquél no se hizo mención como en éste de la frase: “Y en general todo objeto mueble que tenga carácter representativo o declarativo”.

En cambio, como sustento de la segunda posición -Falsedad Documental y no Falsedad Marcaria- para el caso de las placas de automotores-, se tienen estas otras argumentaciones:
- Si bien es cierto que la extensión de “documento” a otros objetos diferentes de los escritos es de carácter taxativo y restrictivo, también lo es que el Código de Procedimiento -en lo penal- introdujo desde hace ya buen tiempo, una descripción más flexible, así observamos la referida en el art. 279 del Dcto. 050 de 1987: “Es documento toda expresión de persona conocida o conocible, recogida por escrito o por cualquier medio mecánico o técnicamente impreso como…”,
 es decir, que los medios que a continuación relaciona son a título de ejemplo y no a manera de relación taxativa.

- La última definición está llamada a integrarse con la del Código Penal, al decir del autor ANTONIO JOSÉ MARTÍNEZ LÓPEZ en su obra “Delitos de Falsedad y Fraude” cuando expresa: “Si la prueba documental tiene una misma significación jurídico-procesal, cualquiera sea el régimen normativo que ordena o autoriza su utilización, su noción o definición, debe guardar armonía en los diferentes textos legales, en razón a dicha proyección unitaria y finalista”.
- El Instituto Nacional del Tránsito y Transportes, se encargó de definir la verdadera naturaleza jurídica de la PLACA para automotores, y lo hizo desde el Acuerdo 115 de 1972, por medio del cual se reglamentó la placa única Nacional, en cuyo artículo 1º se lee: “La placa única nacional, suministrada por las autoridades de tránsito según las disposiciones del Código Nacional de Tránsito y de conformidad con lo ordenado en el presente acuerdo, será el único DOCUMENTO que identificará externa y privativamente a los vehículos automotores y tendrá caracteres de permanencia, intrasmisibilidad y validez en toda la nación”.

- Finalmente, la apreciación que hiciera el Dr. ROMERO SOTO perdió actualidad, aparentemente, a partir del texto final del Código Penal de 1980, pues basta mencionar lo expresado por el profesor ANTONIO J. CANCINO MORENO en su obra “La Falsedad Documental en el Nuevo Código Penal”, Ed. Jurídicos Asociados, Bogotá. D.E., 1981, pg. 171, cuando nos dice:

En conclusión, pues, como existen normas en dos capítulos, el segundo y el tercero, sobre falsedad en registros técnicos, se aplicarán las disposiciones sobre ASIMILACIÓN, cuando la conducta no se encuentre regulada específicamente por el artículo 217…El Dr. Romero Soto comentó en el artículo varias veces mencionado, que dentro de la nueva legislación penal no se encontraban considerados como documentos “otra clase de signos como los que se elaboran sin la intervención de aparatos mecánicos”, como en el caso de “las marcas de identidad, de pertenencia, las señales de tránsito, o de cualquier otra clase”. Pero lo cierto es que el comentario del distinguido jurista se hacía con fundamento en el anteproyecto final, en donde el requisito de que los registros técnicos debían ser producidos por medios mecánicos, se exigía claramente; pero, al expedirse la normatividad definitiva, tal requisito desapareció, lo cual significa que la exclusión de que trata el Dr. Romero queda sin valor.

Como vemos, en nuestra legislación ha primado la aplicación de la tesis de una Falsedad material en Documento Público “por extensión” para el caso de alteración de las placas de los automotores, que aquella otra que tenía prevista en un comienzo la Falsedad Marcaria para ese proceder atendida su naturaleza principal como medio de identificación.

No preguntamos por tanto si para el caso que nos ocupa, quedó bien o quedó mal señalada la adecuación típica, pues se nos dice que el tipo penal a juzgar es el de una Falsedad Marcaria y no la Falsedad Documental. Podríamos decir que es éste y no aquél el tipo llamado a aplicarse y que en consecuencia estamos en presencia de una errónea calificación de la conducta consumada, situación que nos obligaría a hacer el correctivo que a este tipo de situaciones corresponde; sin embargo, lo que la realidad procesal enseña es que la acción efectuada por los antisociales no llegó hasta la alteración del contenido de la placa, es decir, todo indica que lo que se efectuó no fue la creación ex novo de una placa para reemplazar la original y así trastocar por ese medio la verdadera identificación del vehículo, sino que, a éste se le quitó la placa genuina y en su reemplazo se le puso la de otro automotor que previamente tenían en su poder (se le quitó la placa FTJ 034 y se le puso la AKB 625).
Así las cosas, no se cambió una placa genuina por una falsa, sino, una placa original por otra original pero perteneciente a otro vehículo (juego de placas originales de fábrica -elaboradas por la empresa Cobrecol-). La finalidad era por tanto única y exclusivamente la de ocultar la real identificación del vehículo y hacerlo pasar por otro.
En ese sentido, estima la Corporación, que el comportamiento sí está llamado a encajar con mayor precisión en lo establecido en el artículo 285 del actual Código Penal ya citado. Y con mayor razón, cuando se sabe que con posterioridad a los hechos que son materia de este juzgamiento, al precitado artículo se le agregó un enunciado, pues el artículo 3º de la Ley 813 de 2003, le añadió un inciso que es del siguiente tenor: “Si la conducta se realiza sobre sistema de identificación de medio motorizado, la pena será de cuatro (4) a ocho (8) años de prisión y multa de uno (1) a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes”.
Todo parece indicar, por tanto, que con este último agregado normativo las cosas vuelven o se reenvían a su punto de partida, que no es otro que la tesis de Romero Soto que pregonaba la Falsedad Marcaria en tratándose de la alteración de los sistemas de identificación de vehículos, entre ellos la placa.
Superado ese escollo, pasamos ahora a lo que concierne con la configuración del oto punible en concurso -el COHECHO por dar y ofrecer-, acerca de lo cual no hay lugar a discusión alguna puesto que ese es en realidad el tipo penal llamado a aplicarse en caso de tenerse acreditado que efectivamente a un agente del orden en ejercicio de su función, se le quiso comprar la conciencia para que dejara de actuar como era su deber, concretamente, para que no pusiera a buen recaudo a los responsables y los dejara ir con los bienes que ya habían sido oportunamente recuperados.
Franquedo el tema de las adecuaciones típicas y esclarecida la prueba que al respecto obra en el plenario, nos corresponde adentrarnos en la discusión acerca de la responsabilidad de los incriminados.

Para ello, diremos qué es lo que en esencia compromete y qué favorece en principio a los procesados; posteriormente, trataremos lo referido a las exculpativas ofrecidas en sendas injuradas, porque ellas ameritan una especial atención; y, finalmente, arribaremos a las respuestas que merecen las inquietudes del señor defensor en su condición de apelante único.

LO QUE COMPROMETE:



- Informe policivo que da cuenta de la captura de los tres sujetos en circunstancias altamente comprometedoras (fl. 1 C.O.I.). El mismo que fue ratificado por medio de las declaraciones que los policiales rindieron ante la Fiscalía instructora (fls. 106, 108, 109, 110, 111 C.O.I) y en la Audiencia Pública (fls. 44 y 47 C.O.II.)   

Este reporte oficial, con sus consecuentes ratificaciones, dan seguridad en torno a que todas estas personas estaban actuando de consuno, pues uno de ellos era el dueño del parqueadero -Rodríguez Cubillos-, el otro -Orozco Gómez, mecánico de profesión- quien tenía en su poder las plaquetas que se le estaban cambiando al vehículo, lo mismo que los documentos adulterados, y era el encargado de hacer los arreglos pertinentes para ponerlo en circulación; entre tanto, una tercera persona -OML, con experiencia en la venta de partes de vehículos-, se encargaba de orientar el desguace para la obtención del provecho ilícito. Por demás, este último, ofrecedor del dinero a la autoridad para que no se llevara a cabo la aprehensión y el decomiso.
- Informe y declaración jurada del Agente de la Policía Teniente Juan Alberto Padilla Peña, sobre el ofrecimiento de $1.000.000.oo que le hizo el acusado OML para que no los judicializara.

- Se cuenta con los indicios de tenencias injustificada del bien sustraído, de mala justificación o mentira y de capacidad para delinquir –más propiamente en lo que hace con el coprocesado OML, quien posee un antecedente por similares conductas punibles-
LO QUE FAVORECE: 


- Algunos testimonios de familiares –esposa y suegra respectivamente- (cfr. fls. 105 s.s. C.O.II.) que en realidad nada aportan al esclarecimiento de este asunto porque son declaraciones de conducta. 
Así la esposa insista en que ese día -o sea el día en que ocurrió el hurto del vehículo- su marido OML permaneció todo el día en la casa, esa afirmación no cambia en nada lo verdaderamente ocurrido, esto es, que al día siguiente del hurto, se produjo la captura de OML junto con los demás procesados, encontrándoseles en su poder el vehículo denunciado como hurtado, con las placas cambiadas y alterados los demás documentos; como si fuera poco, fue precisamente OML -esposo de la declarante- quien ofreció la gruesa suma de dinero al policía para que guardara silencio.

- Inexisten en el proceso otras pruebas a favor de los acusados, muy seguramente, creemos, por las circunstancias especiales en que fueron sorprendidos.
INJURADAS

Los más llamados a dar claridad a todo esto, eran precisamente los enjuiciados; sin embargo, sus narrativas, antes que favorecerlos, los perjudican, pues hicieron elucubraciones que en conjunto refuerzan la prueba de cargo. 

OROZCO GÓMEZ, se hace pasar como el mecánico de un sujeto desconocido, quien le iba a pagar una irrisoria suma por desvararlo, a cuyo objeto lo dejó en la calle para que timbrara en ese garaje y se pusiera a arreglar un automotor. A su turno, OML menciona que sólo pasaba de casualidad por ese lugar y del garaje salió un policía, que como en ese momento llevaba un millón de pesos en el bolsillo, salió corriendo. Coinciden en sostener que no se conocían y sólo se vinieron a ver con ocasión de la captura.

Ambas narraciones no resisten mayor análisis, pues es evidente que ellos sí se conocían, como quiera que fueron sorprendidos cuando llegaron juntos a ese parqueadero y saludaron con gestos de amistad al propietario del mismo, para luego ser aprehendidos dentro de ese local en el preciso instante en que hacían los cambios en el sistema de identificación del vehículo; además, OML, luego de ser advertido por el dueño del local de la presencia de los agentes, quiso entregar la referida suma de dinero a uno de los oficiales para que no capturaran a ninguno de ellos ni se fueran a llevar ese vehículo.
RESPUESTAS AL RECURSO, en su orden:
1.- El informe policivo y la ratificación del mismo por parte de los policiales que atendieron el caso, dan cuenta detallada de las circunstancias en que fueron sorprendidos; mírese que en su poder se encontró el vehículo hurtado sin explicación satisfactoria alguna acerca de su procedencia; por demás, con la placas cambiadas y las verdaderas debajo del mismo automotor. Uno de los acusados, al verse sorprendido por la policía, optó por intentar doblegar la voluntad del oficial a cambio de dinero. 
Con ese panorama, las explicaciones ofrecidas por los acusados en el decurso del proceso, como ha quedado dicho, no encajan dentro de la lógica de la real ocurrencia de los hechos.

2.- No es verdad que aquí se le haya dado valor probatorio al informe policivo per se. Ese valor probatorio se le asigna ante la ratificación y ampliación que del mismo hicieron en el proceso y bajo juramento los uniformados que participaron en las aprehensiones. Estas declaraciones merecen credibilidad por la claridad y espontaneidad de sus exposiciones, excluidos de toda animadversión. Cada uno de los policiales refiere lo que presenció, lo que verdaderamente ocurrió el día de la captura, razón de más para que se complementen en orden a pregonar la responsabilidad que en lo ocurrido tuvieron cada uno de los sindicados.
3.- Es verdad que no existe prueba directa acerca de la participación de los aquí procesados en la ejecución del hurto; sin embargo, el hallazgo en poder de los acusados del bien hurtado, con las placas cambiadas, ofreciendo dinero para no judicializar la situación; unido a que ninguno de los acusados ofreció explicaciones satisfactorias para demostrar la procedencia lícita del automotor, ni vincular a los presuntos directos responsables, deja establecida –como quedó inicialmente dicho- la existencia de una organización dedicada a estos menesteres en los cuales se incluía, por supuesto, la obtención de vehículos en mal estado, para sacarles lo necesario y poder organizar las nuevas adquisiciones. Siendo así, se destaca un previo acuerdo entre todos para la ejecución del hurto, bien en forma personal o bien por interpuesta persona a título de determinadores.
Una situación como la que aquí presentada, propiamente en lo que hace a la coparticipación criminal, encuentra varios precedentes jurisprudenciales importantes, a saber:

En Sentencia de febrero once (11) de 1999, Radicación 15.073, M.P. Carlos E. Mejía Escobar, se dijo:

Agréguese a lo ya expuesto sobre su exculpación, el probado hecho de la manera como se produjo la aprehensión de Carlos Enrique Castrillon y Oliverio de Jesús Cuervo Arroyave, quienes fueron sorprendidos en flagrancia cuando “se encontraban desmantelando el automotor”. (folio 1)

Sumada la increíble explicación que da el acusado sobre su decisión de guardar los vehículos en la finca en la que trabajaba, a la actividad que cumplían sus amigos cuando fueron aprehendidos - en flagrante labor de desguace -, no puede concluirse en otra cosa que en la vinculación de todos a la actividad criminal del hurto de vehículos, en el que este último paso que se adelantaba en la finca, era solo uno más, pero absolutamente necesario, en el agotamiento de la conducta delincuencial de la banda criminal.

Y más recientemente, en decisión del diecisiete (17) de Agosto de 2005, Radicación 21.382, M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón, se consignó:
Los reproches parten, sin embargo, de una equivocada comprensión del fallo, pues aunque es verdad que el Ad quem sostuvo que los procesados MEJÍA “no planearon o prepararon con otros sujetos los ilícitos imputados, ni ejecutaron o consumaron el hurto, si participaron en el agotamiento del mismo ocultando la mercancía”, tal afirmación no puede entenderse fuera del contexto en que fue hecha, pues antes y después el Tribunal se refirió a “la empresa criminal” y a la “distribución de funciones” en virtud de la cual unos actuaron como autores materiales del hurto, otros secuestraron al conductor y unos más ocultaron los bienes apropiados, para concluir que los señores MEJÍA quedaron

“[i]ncursos en una de las fases en la comisión de los punibles imputados, dentro de esa tarea de distribución de funciones, que en forma mancomunada se habían propuesto, dirigido a un objetivo común cual era el agotamiento del hurto y con unos intereses comunes en todos los coparticipes, y por ende, en casos como este lo que refulge es la coautoría impropia...”.

En estas circunstancias, es evidente no sólo que no se presenta la alegada violación directa de la ley sustancial, sino que el ataque queda limitado a un problema de valoración, dirigido a la determinación de la importancia del aporte prestado por los procesados, sobre el que poco expone el censor.

En todo caso, por la forma como ocurrieron los hechos, la sincronizada actividad de los tres grupos que intervinieron en la realización de las conductas ilícitas revela el acuerdo previo de todos los integrantes de la empresa criminal, elementos de la coautoría impropia prevista en el inciso 2º del artículo 29 del Código Penal a los que se agrega la importancia del aporte, pues es claro que los señores MEJÍA estaban finalísticamente vinculados al acontecer delictivo en desarrollo del cual realizaban un hecho propio aunque limitado al papel que les correspondió cumplir, dada la especial circunstancia de disponer de un lugar apto para guardar la mercancía hurtada. 

4.- Que el verdadero realizador del latrocinio seguramente fue el sujeto anónimo que alertó a la policía y permitió el hallazgo del vehículo; es sólo una suposición del defensor que no alcanza a desvirtuar la realidad de lo ocurrido. Empero, de llegar a ser cierta tal aseveración, en nada desfigura la puesta en marcha de un plan debidamente diseñado en orden a conseguir ilícitamente vehículos automotores.
5.- Contrario a lo referido por GOG, el informe y la ratificación del mismo, indican que en su poder fueron halladas las plaquetas y documentación; es decir, su compromiso en el asunto es directo y su presencia en el lugar no fue meramente casual, circunstancial o fortuita, como se afirma.
6.- Basta la declaración jurada del Teniente Juan Alberto Padilla Peña donde puso en conocimiento que OML le ofreció un millón de pesos por su silencio y la puesta a disposición de la referida suma, unida a la mala explicación ofrecida por éste al momento de su injurada, para tener por acreditado que ese dinero sí fue en verdad ofrecido a cambio de lograr la liberación.
CONCLUSIÓN

Los hechos conocidos permiten asegurar que en el lugar –parqueadero- donde se encontró el vehículo hurtado, estaban presentes los tres acusados quienes actuaban confabulados para la realización de las varias etapas que hacían parte del plan conjunto, en su orden: hurto, custodia, reparación, transformación o desguace, y venta.
En ese sentido el fallo de primera instancia está ajustado a la realidad procesal y debe confirmarse excepto, en lo que a continuación se expone.

CUESTION FINAL

Para la Sala, no puede pasar desapercibido que al dosificarse la pena para ambos procesados impugnantes, se tuvieron en cuenta los antecedentes judiciales que reportaban, como circunstancia que impedía imponer el mínimo de la pena del respectivo cuarto mínimo, lo cual significó que la sanción se incrementara por este específico rubro.

Observa el Tribunal que, hoy por hoy, subsisten dos criterios encontrados respecto de la posibilidad de capitalizar la presencia de antecedentes judiciales como factor que permita incrementar la sanción a imponer. La Corte Constitucional, en Sentencia  T-943 del 16 de octubre de 2003, M.P. Eduardo Montealegre Lynett, sostuvo que los antecedentes penales influyen en la dosificación de la pena cuando hay reincidencia. Empero, es de entender que en la actualidad eso no es así, porque como bien lo dejó esclarecido la Sala de Casación Penal en Sentencia del 18 de mayo de 2005, radicación 21649, M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón: “El hecho de poseer antecedentes penales no es factor constitutivo de circunstancia de mayor punibilidad. Basta leer el artículo 58 del Código Penal para arribar a tal conclusión. Y no pueden ser utilizados como enseña de una personalidad proclive al delito, porque la personalidad ya no es uno de los parámetros que permitan fijar la pena (artículo 61.3 Código Penal); y tampoco es posible inferir contra reo que si la carencia de antecedentes es causal de menor punibilidad (articulo 55 Código Penal), su presencia lo sea de mayor punibilidad”.
En ese entendido, es imperativo que la Sala de manera oficiosa proceda a ajustar la pena impuesta a los señores OML y GOG, de la siguiente manera: Por concepto del hurto calificado y agravado se impone la pena correspondiente al límite inferior del cuarto mínimo, es decir 48 meses. Como se adicionaron diez (10) meses más por el concurso de conductas de falsedad marcaria y cohecho por dar u ofrecer, para el caso del señor OML; y, dos (2) meses sobre la pena del señor GOGpor el concurso con falsedad marcaria, debe respetarse el porcentaje incrementado por la primera instancia
, lo que indica que se debe aumentar 9.6 meses, equivalentes a nueve (9) meses y dieciocho (18) meses para el primero de los mencionados, mientras para el segundo el incremento corresponderá a 1.92 meses, es decir, un (1) mes veintisiete (27) días. La pena a purgar por tanto, será de cincuenta y siete (57) meses y dieciocho (18) días de prisión para el señor OML; y, cuarenta y nueve (49) meses y veintisiete (27) días de prisión en lo que hace con el procesado GOG.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo proferido por el Juzgado Cuarenta Penal del Circuito de Bogotá D.C., objeto de revisión por vía de apelación. LO MODIFICA en cuanto la pena que se impone a los sentenciados es la de cincuenta y siete (57) meses y dieciocho (18) días de prisión para el señor OML; y, cuarenta y nueve (49) meses y veintisiete (27) días de prisión, en el caso del señor GOG.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         
ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Cfr. Fl.153 C.O.I.


� Cfr. FL. 123 s.s. C.O.II.





� Cfr. Fl.147 s.s. C.O.II. 


� Se trata de la denuncia No. 2715 formulada por el señor CARLOS EFRAÍN POSSO MELO sobre el hurto de su vehículo el día veintisiete (27) de mayo de 2002, día de las elecciones para Presidente. -ver acta de incautación del vehículo fl. 5 C.O.I.


� El artículo 294 del actual Código Penal -Ley 599 de 2000- tampoco trae esa extensión.


� Lamentablemente no reproducida en las codificaciones posteriores: Dcto. 2700 de 1991 y Ley 600 de 2000.


� Al ser tasada la pena por el delito inicial en 50 meses, los 10 meses adicionados a la pena del señor MEJÍA LINARES corresponden a un 20%, mientras que para GOGserá solamente un 4%. Para el presente evento, los cálculos serían 48 X 20 %= 9.60 meses y 48X4%= 1.92 meses, respectivamente. Esto, en seguimiento de la línea jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia, que se puede ver por ejemplo, en la sentencia de Tutela de 1ª instancia del 25-04-2006, Rad. 25938, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez
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